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INTRODUCCIÓN: ACTUALIDAD DEL TEMA 1

 




 

1 Texto de las conferencias celebradas en los «III encuentros con laicos», organizados por el Secretariado Social Diocesano de San Sebastián, sobre el tema de la «laicidad del Estado y la Iglesia».



El campo de las relaciones político-sociales existentes entre el hecho político y el hecho religioso ha estado marcado, a lo largo de la historia, por un tono de manifiesta o latente problematicidad. Incluso en aquellas situaciones en las que el buen entendimiento podría parecer que prevalecía sobre el enfrentamiento conflictivo. Lo que no debe sorprendernos, ya que las diversas situaciones vividas en los diferentes momentos históricos pueden ser leídas, analizadas e interpretadas razonablemente desde la perspectiva del encuentro de intereses más o menos contrapuestos, buscados y defendidos desde posicionamientos y motivaciones diferentes. En todo caso, se trataría de realidades no meramente individuales, sino sociales o colectivas.

La experiencia histórica nos dice que no solo la política, sino también la religión, trascienden, por su propia naturaleza, el ámbito de la mera individualidad personal e irrumpen en el campo de las relaciones sociales, y más en concreto en el de las relaciones político-sociales. Por ello, el problema que abordaremos en este estudio va más allá del ámbito de las relaciones entre el hecho político y la religiosidad y la fe de los creyentes individuales. Un problema que entra en el campo de las connotaciones sociales, nacidas de la pertenencia de esos creyentes a grupos y colectivos dotados de una mayor o menor fuerza social y también política. La relación entre el hecho político y la religiosidad humana adquiere así unas características sociales y políticas propias, que pueden formularse en términos de relaciones entre la política y la religión, entre el hecho político y el hecho religioso. 

Tratándose en concreto de la fe cristiana, y más en particular de la fe católica, este mundo de relaciones político-sociales puede formularse de manera especialmente significativa, no exclusiva, en lo que se suelen llamar las «relaciones entre la Iglesia y el Estado». Conviene llamar la atención sobre el orden en el que se sitúan ambas realidades. No es tan neutral, como sugiere su identificación con la expresión «relaciones entre el Estado y la Iglesia». En efecto, en la primera se puede dar a entender que es en la Iglesia donde ha de situarse la raíz de la problematicidad de la cuestión, al tratarse de buscar el lugar que esa Iglesia ha de tener en el Estado. Se daría por supuesto, por el contrario, que lo que el Estado ha de ser y hacer en sí mismo, y también en relación con la Iglesia, es algo que ha de darse supuestamente por conocido y admitido por sí mismo y desde sí mismo, es decir, desde el Estado. Por ello sería indiscutible y pacíficamente poseído, libre de cualquier planteamiento que hubiera de hacerse a partir del mismo Estado. No obstante, trataremos de mostrar a lo largo de estas reflexiones que la cosa no es tan sencilla. 

Hemos de advertir, por otra parte, que la intención de situar este tema en la concreción de las relaciones entre la Iglesia y el Estado, en el ámbito del Estado español, no debe inducirnos a pensar que esta problemática es de hoy, propia de la Iglesia católica y exclusiva del Estado español. Al contrario, es un problema recurrente a lo largo de la historia y de las diversas maneras de institucionalizar la vida de la comunidad religiosa y de entenderse a sí misma la comunidad política. Tampoco es exclusivo de la fe cristiana y de la Iglesia católica. Por eso no estará de más recordar que no es este un problema específicamente nuestro, sino que existe, también en nuestros días, en múltiples lugares del mundo, y que, de alguna manera, adquiere dimensiones universales Cabría hablar, por ello, en términos más generales, de las relaciones y de la problemática suscitada por la convivencia de los Estados o comunidades políticas con las comunidades o grupos religiosos, institucionalizados de diversas maneras en esos Estados. Dada su complejidad, habremos de hablar de lo que entendemos que ha de ser la justa ordenación de las relaciones político-sociales entre los Estados y las religiones. 

Con el fin de aclarar mejor lo que tenemos entre manos y la realidad de lo que se esconde detrás de las palabras que venimos utilizando, puede sernos esclarecedor referirnos, de entrada, a situaciones que nos resultan conocidas por todos y pueden servirnos de ejemplo o de referencia histórica de la problemática más general que queremos estudiar. No se trata de ofrecer una tipificación precisa y sistemática de todas las situaciones existentes. Más bien han de servirnos para aclararnos acerca de esta cuestión. ¿De qué estamos hablando?

1. El Estado de Israel 2


 

2 La elaboración de los apartados 1-3 de esta introducción se apoya en las reflexiones hechas por diversos autores en la obra Nel suo nome. Conflitti, riconoscimento, convivenza delle religioni, de la serie «I libri de Il Regno». Bolonia, EDB, 2005.



Visto desde nuestra mentalidad religiosa y cultural, arraigada en lo que se viene llamando la tradición judeo-cristiana, el estudio de las relaciones entre la religión y la política en Israel reviste un interés y un atractivo muy especial. No solamente en razón de la cosmovisión creacionista que está en la base de la comprensión de lo que es la historia de la humanidad y de la misma existencia humana. Nos interesa también acercarnos a la complejidad de los planteamientos que en esta materia se dan aún actualmente en él en razón de la peculiaridad propia de la historia político-religiosa del pueblo judío.

El pueblo hebreo 3 se sitúa a sí mismo en el centro de la universalidad de la historia humana, a partir de la elección y la misión que le vendrían directamente del Dios creador del mundo y de la historia, a las que debe ser fiel. La Tanak o Biblia hebrea vendría a contar la antropología colectiva de los hebreos, construida por la vía de una relación singular de testimonio y alianza del pueblo judío con el Creador de todas las cosas. En la historia de ese pueblo, la llamada a la tierra de la promesa y su posesión, la diáspora, provocada por la presión de pueblos más poderosos que él, la experiencia repetida del éxodo y la liberación o emancipación, y también la experiencia de ser víctimas por la fidelidad al Dios de la alianza, son referencias históricas y políticas de ineludibles connotaciones religiosas, subyacentes a la comprensión de su propia identidad, permanentemente amenazada en su condición de pueblo pequeño y minoritario.


 

3 Cf. S. Levi della Torre, «Gli ebrei, la diaspora, lo Stato», en Nel suo nome, o. c., pp. 109-120.



Es aquí, en esta historia del pueblo de los hebreos, donde ha de situarse la añoranza y la voluntad de la afirmación del Estado de Israel, formuladas también en términos de un derecho político sobre el territorio. Derecho que, en última instancia, habría de fundamentarse en la elección de la que fue objeto por parte de Yahvé, para el cumplimiento de su misión en la universalidad de la historia humana. La referencia sentimental y política al Estado de Israel será así el elemento político-religioso fundante de la identidad hebrea, unido a la conciencia de la supervivencia a la persecución y al genocidio que el mismo pueblo recientemente ha padecido, con el carácter de ser un elemento definitorio de su identidad. 

Lo que venimos diciendo acerca de la dimensión religiosa de la historia política de Israel no puede eludir, sin embargo, la pregunta sobre la autenticidad de la identidad creyente de esta referencia religiosa que se afirma. En efecto, cabe preguntarse en qué medida las connotaciones religiosas que están en la base de la consolidación de la identidad política de los judíos son la expresión de la fe religiosa personal de los individuos que, en Israel y en la dispersión, se consideran pertenecientes a lo que, en términos generales y como colectivo, llamamos el «pueblo» hebreo o los «judíos». No es una pregunta superflua. De la verdad de la referencia personal a la trascendencia de lo divino dependerá la verdad del planteamiento de la relación entre política y religión que nos ocupa. De no ser así, el hecho religioso no pasaría de ser un fenómeno «social» más, dentro de los límites y de los intereses de la «temporalidad», sobre la que el poder político podría actuar en función de sus propios objetivos y estrategias pertenecientes al ámbito de una inmanencia política temporal. 

No puede dejarse de lado el hecho de que también la cultura de los hebreos, incluso en lo relativo a la interpretación de lo que es la verdad de la narración «bíblica» de su propia historia y sus formas de relación con el mundo de lo divino, ha de padecer las consecuencias de la presión secularizadora de Occidente y de su cultura científica, positivista, racional y desmitificadora de la propia identidad, supuestamente religiosa, como pueblo. El sentimiento religioso puede ayudar a impedir la disolución y la desintegración originada por una dispersión entendida como «diáspora» y, a la vez, potenciar la esperanza de una tierra prometida materializada y entendida como signo de identidad en el Estado de Israel. De ahí que también en Israel tome fuerza actualmente una reacción étnico-nacional-identitaria, acompañada de una reafirmación religiosa de carácter fundamentalista. Lo que permite hablar de una búsqueda penosa y en cierta manera conflictiva con repercusiones políticas, en la medida en que el mundo cultural hebreo ha de relacionarse con la cultura y los valores propios de la modernidad occidental. 

Una aproximación de esta naturaleza al mundo cultural hebreo podría dar pie a la afirmación de una utilización del hecho religioso al servicio de los intereses propios del Estado de Israel. Lo que, a primera vista al menos, sería contrario a las exigencias de lo que podríamos llamar una sana laicidad. Cuestión esta que se hace más complicada todavía si se tiene en cuenta que, en ella, no puede ignorarse la presencia de otros intereses, también políticos y religiosos, reivindicados por otros sujetos, los palestinos, pertenecientes a otra fe o religión distinta, como es el islam.

2. El mundo islámico

Aunque en todo él la referencia al Corán es un elemento común, sería erróneo pensar que, en el ámbito de las relaciones entre la política y la religión, todos los países islámicos comparten formas idénticas de actuación. Tampoco todas las situaciones socio-políticas son iguales, en razón de las circunstancias y coyunturas propias de cada país. A pesar de ello, sí parece posible hallar algunos planteamientos, en cierto modo comunes, en relación con la problemática que nos ocupa ahora.

En las llamadas repúblicas islámicas, como es el caso de Irán, el Corán viene a ser un código de comportamiento civil, de origen religioso, impuesto a la convivencia social de los musulmanes en virtud de la autoridad que al mismo se le atribuye, a partir de la supuesta revelación divina hecha al profeta Mahoma. No obstante la distinción reconocida entre la autoridad civil del presidente y la autoridad religiosa del ayatolá, es este quien, como intérprete y responsable de la aplicación de los preceptos coránicos, adquiere una autoridad que no le viene de atribución alguna hecha de parte del pueblo, sino de su condición y rango estrictamente religiosos. Se da así una intervención de lo religioso o sagrado en los más altos niveles del ejercicio del poder político. 

Esta forma de relación entre lo sagrado y lo profano, lo político y lo religioso, no deja de plantear, sin embargo, lo que puede considerarse como una crisis de orden político, social y cultural, que caracteriza al mundo árabe más próximo a la cultura secularizada occidental y, en general, a la misma civilización del islam. El reciente Humanity Report de las Naciones Unidas, elaborado por estudiosos e investigadores árabes, habla de un poco reconfortante nivel de modernidad bloqueada en el mundo árabe-islámico 4.


 

4 Cf. D. Diner, «Nazionalismo e fondamentalismo: l’islam alle soglie della modernità», en Nel suo nome, o. c., pp. 37-50, y A. A. Roest Crollius, «Martirio, autoinmolazione, terrorismo», ibid., pp. 161-165.



Se habla también de una escisión narcisista interna en los países árabes, sostenida por la sensación de fondo de que la propia cultura está privilegiada por la fuerza que le viene de una superioridad divinamente establecida. Esta concepción está reforzada, en parte, por la idea de que el islam representa la cumbre del monoteísmo y de que en él el proceso de la revelación habría alcanzado su pleno y definitivo cumplimiento. A esta autoestima sobre el propio valor habrían de unirse, sin embargo, para explicar el retroceso históricamente constatable de los árabes en la cultura de la modernidad, las marginaciones y los sufrimientos impuestos desde fuera, todo ello compendiado en la idea de la conspiración. Un fenómeno posibilitado por el hecho de que, a lo largo de los siglos xix y xx, los países árabes y musulmanes estuvieron sometidos a la influencia europea de una colonización que era fruto de una intromisión exterior. El desarrollo moderno de la cultura y la civilización árabes habría sido impedido por el imperialismo, el colonialismo y la explotación económica del capitalismo occidental. 

¿Qué significado podría tener en este contexto el fenómeno del terrorismo islámico, en cuanto expresión de las tantas veces afirmada unión existente entre la liberación política y económica, y un poder organizado de alcance internacional puesto al servicio de una guerra «santa» de carácter religioso? 

Desde una perspectiva individual se debe afirmar, en primer lugar, el carácter estrictamente religioso del testimonio y de la auto-inmolación de quienes sacrifican su vida hasta la muerte, al servicio de la liberación de la opresión del pueblo árabe, al cual, desde fuera, le someten aquellos que, en razón de su poder político y económico, son considerados más poderosos que él. Esa actuación personal es el resultado de una experiencia religiosa, no carente de una fuerte motivación colectiva, que se trata de testificar públicamente a fin de que sea conocida y reconocida por los demás, sean o no musulmanes. No se trata de un mero suicidio, puesto que, en la auto-inmolación, la mirada radical se dirige a los demás, es fruto de la solidaridad y, en cierta medida, del amor. Implica, de alguna manera, que la vida humana no es el valor último y definitivo, y que por encima de él hay algo más grande y definitivo. Desde esta perspectiva, en el testimonio y la auto-inmolación islámica hay una dimensión religiosa y también política sin la que no serían comprensibles. 

Pero, dicho esto, es necesario añadir que, junto a las dos dimensiones señaladas, la del martirio y la de la propia destrucción de la auto-inmolación, se da también una tercera, la relativa a su carácter violento y terrorista, difícilmente compatible con la dimensión religiosa, al menos para la cultura occidental. En efecto, la inmolación de sí mismo no está motivada solamente por la solidaridad hacia los de «dentro», sino también por la voluntad de aterrorizar y eliminar a los enemigos de «fuera», como repuesta a la injusticia por ellos producida y mantenida, sin excluir tampoco el carácter bélico, es decir, propio de la «guerra» contra ellos declarada. El testimonio de los protagonistas de las acciones «terroristas» islámicas afirma que ellos actúan en nombre de Alá, es decir, en nombre de su Dios. Creen también que ellos actúan al servicio de una justicia y de un orden violados en detrimento del pueblo árabe y de los musulmanes, de dimensiones internacionales. 

El terrorismo islámico, sea o no interpretado desde los parámetros de una «guerra santa» motivada o al menos coherente con el Corán, tiene en todo caso una dimensión religiosa y política que no se puede ignorar ni se puede negar. Cabe poner en cuestión si, en el origen de las decisiones de realizar las acciones terroristas, ha de ponerse o no un imperativo político derivado de la ley islámica, al servicio de un orden humano general creado en la justicia y, con ella, al servicio de la paz de la humanidad. O también en qué medida entran en juego las motivaciones religiosas en los sujetos que están detrás de las estrategias planificadoras del terrorismo islámico. Lo que sí parece que no se puede poner en duda es que, en su ejecución, el sentimiento y la fe religiosa juegan, de hecho, un papel innegable. Todo ello con claras repercusiones políticas, incluso en el ámbito internacional.

3. La modernidad secularizada y la matriz religiosa de la política de Bush

Ante la realidad de la presencia de lo religioso en las actuaciones políticas del islam, particularmente en lo que a las auto-inmolaciones y las acciones terroristas se refiere, podría parecer que el análisis de las relaciones entre la política y la religión en un país tan «modernizado» culturalmente como los Estados Unidos habría de enfrentarnos con un modelo completamente diferente. Sin embargo, no parece ser así en la realidad, al menos en la medida en que pudiera sugerírnoslo una aproximación puramente superficial. Un análisis más detenido de la práctica política y del discurso público que la acompaña pone de manifiesto, por el contrario, que la religión juega un papel particularmente importante en la configuración de la matriz cultural de la política en esa nación.

El conocido discurso del presidente Bush, en el que él se veía a sí mismo y al pueblo americano como ejecutores de la «justicia infinita», frente a la «infinita injusticia» de los países integrantes del «eje del mal», unido a la llamada dirigida al mundo entero, y especialmente a Europa, a tomar una postura activa de «con nosotros o contra nosotros», eran, en verdad, expresión de unas convicciones profundas que iban mucho más allá de un recurso oratorio puesto al servicio de objetivos puramente pragmáticos o estratégicos. 

En palabras de Albert J. Beveridge, senador republicano de Indiana (1899-1911), uno de los políticos más influyentes y programáticos de los Estados Unidos, «Dios ha hecho de nosotros los grandes organizadores del mundo para crear un sistema donde existía el caos... Él ha señalado al pueblo americano como su nación elegida para que se ponga a la cabeza de la redención del mundo» 5. En su mensaje sobre el estado de la Unión para el año 2003, Bush afirma en la misma línea y con la mirada puesta en Saddam Hussein: «No conocemos, no pretendemos conocer todas las vías de la Providencia, pero confiamos en ellas y ponemos nuestra confianza en el Dios del amor que está en la base de toda la vida y toda la historia».


 

5 A. J. Beveridge, en un discurso pronunciado el año 1900.



El pensamiento político por él expuesto puede resumirse en tres puntos 6. El primero y fundamental consiste en una filosofía de la historia, de matriz cristiana... El segundo es la referencia a los mitos políticos centrales de la nación americana, la libertad, el pueblo, el individuo, estrictamente unidos a una visión religiosa de las cosas, especificada en la idea de que la libertad es un derecho de los individuos y del pueblo, pero que no es una libertad solamente americana, sino universal, porque es querida desde lo Alto. En el tercero, el presidente afirma la tesis tradicional de la política y la conciencia americanas según la cual los americanos, al contrario que los otros pueblos «fuertes» de la tierra, no luchan por un botín, por la «conquista», sino que son fuertes por estar dispuestos a sacrificarse por la libertad de los demás.


 

6 Cf. T. Bonazzi, «La nazione redentrice. Il valore assoluto della democrazia americana», en Nel suo nome, o. c., pp. 81-94.



De esta manera, la separación constitucionalmente establecida ya en el siglo xviii entre la Iglesia y el Estado no tendría como finalidad la laicización del Estado, sino la defensa del pluralismo y la libertad religiosa ante el peligro de una posible Iglesia de Estado. La debilidad institucionalizada de las relaciones que habrían de existir entre las Iglesias y el Estado no impediría, tampoco en la actualidad, que la sociedad de los Estados Unidos fuera una de las más religiosas entre las de los países modernos y occidentales. Sus líderes afirmarían ver en Dios el fundamento y el destino del país.  

En este contexto, la defensa de la libertad y de la justicia, derivada de la visión religiosa del hombre y de la historia, tiene una dimensión de universalidad que al pueblo americano toca defender. Es esta una misión para cuya realización ha sido dotado por Dios de un poder y una racionalidad política peculiares. La «Declaración de independencia» es el fruto de la experiencia vivida por el pueblo americano en el logro de su libertad, alcanzada a través de un camino interpretado desde connotaciones bíblicas referidas a la esclavitud y a la liberación del pueblo hebreo frente a los egipcios. A ella se une la afirmación del carácter universal de los derechos humanos reconocidos en la Declaración francesa y entendidos como derechos naturales. Ambas constituyen el pueblo singular de los Estados Unidos. Un pueblo que materializa la idea y la realización universalmente validas de la libertad, en la que ha de fundarse el logro de su destino, visto a la manera de una «nación universal». 

Es cierto que la comprensión de la que ha de considerarse como la verdad más profunda de la presencia de la religión en la política de los Estados Unidos puede ser objeto de diversas apreciaciones. La misma pluralidad, característica del pueblo norteamericano, impide hacer cualquier generalización homogénea de una realidad sociológicamente tan plural. Ello no impide, sin embargo, que la actuación del presidente Bush haya de situarse dentro de una precisa tradición cultural. En ella, las referencias «religiosas» de su discurso público ante decisiones políticas de la trascendencia que tuvieron para la propia nación americana y para el mundo entero, como fueron la declaración de guerra de Afganistán y de Iraq, fueron más reales y de fondo que la expresión del pensamiento improvisado, de la arrogancia política o de meros cálculos de eficacia y adhesión popular a sus proyectos. 

El profesor John L. Harper resumía así su opinión sobre este tema: «El 11 de septiembre, seguido por la intervención en Afganistán, ha permitido a Bush hijo descubrir lo que parece ser su papel natural, el de cruzado en la guerra del bien contra el mal, haciendo subir hasta las estrellas su popularidad. Lo que, sin duda, ha convencido a sus consejeros políticos a apuntarse a otra guerra en Iraq para la primavera de 2003, que haría imbatible a su candidato en las elecciones presidenciales de 2004» 7.


 

7 J. L. Harper, «Le destre americane dopo l’11 settembre 2001», en Nel suo nome, o. c., p. 98.



4. Estado laico de Italia y Vaticano

Antes de abordar la cuestión de las relaciones entre la política y la religión, y más en concreto entre la Iglesia y el Estado en España, puede sernos útil recordar unos hechos, no tan lejanos en el tiempo, acaecidos en Italia y relacionados con esta materia. La proximidad cultural entre ambos países y el hecho de que en ellos participara con un protagonismo particular el mismo papa Benedicto XVI, hacen más oportuna esta alusión al caso italiano. No podemos ignorar que la actuación papal y la doctrina que la inspira en el campo de la ética no es indiferente para los comportamientos y los criterios de actuación de la jerarquía de la Iglesia en España, y tampoco de la misma ciudadanía española.

El 12 de junio de 2005 estaba convocado en Italia un referéndum popular, cuyo objetivo era aprobar o rechazar la posible modificación de la ley italiana, aprobada el mismo año 2005, sobre la reproducción asistida y la experimentación con embriones humanos. Una ley que era considerada especialmente restrictiva por los sectores más radicales y por la izquierda política. No se trataba de suprimir la ley, sino de modificar sus puntos más conflictivos, relativos a la prohibición de utilizar, para fines científicos, embriones ya congelados y destinados a la destrucción; también a la prohibición de utilizar óvulos o espermatozoides de donantes ajenos a la propia pareja, a la mención de los derechos del embrión y a la prohibición de crear in vitro más de tres embriones a la vez. 

En un encuentro con los obispos italianos, el Papa se limitó a apoyarles en su tarea pastoral, consistente en «iluminar las opciones de los católicos y de los ciudadanos en el ya inminente referéndum» ante el cual el episcopado italiano se mostró a favor de «una consciente no participación». Ello llevaría consigo el no a los contenidos de las cuatro preguntas planteadas y al hecho mismo de utilizar la vía del referéndum en «una materia tan compleja y delicada». El resultado fue que la abstención superó el 70% del censo, y el resultado del referéndum fue así contrario a las propuestas, aunque el sí de los participantes a las cuatro preguntas consultadas osciló entre el 78% y el 89%. 

La toma de posición del pontífice fue considerada por el Partido Radical, uno de los grupos promotores de la consulta popular, como una injerencia inadmisible de la Iglesia en la política, a la vez que añadía que Italia se enfrentaba a una ofensiva sin precedentes, destinada a colocar la democracia nacional bajo la tutela vaticana 8.


 

8 Cf. El País, 31 de mayo de 2005.



El mismo diario español dedicaba el 16 de junio de 2005 un artículo de opinión a este tema, firmado por Lluís Bassets, con el título de «Naufragio laico», del que entresacamos algunas de sus afirmaciones. Decía de entrada que «Italia acababa de librar una batalla política de enorme seriedad» que no había tenido el debido reflejo en los periódicos españoles. El resultado de esta batalla implicaría «un éxito demoledor de la Conferencia Episcopal italiana y una derrota de la República laica». La victoria de la Iglesia italiana habría contado con el apoyo del papa Benedicto XVI, que, de esta manera, «ganaba su primera batalla política contra el relativismo y contra lo que llamaba “la cultura de la muerte”». Pero no se trataría solamente de la victoria de la Iglesia, ya que introducía en el juego a Dios, que, en palabras del Papa, «bendice a quien se abstiene ante las cosas que disgustan a Dios». La Iglesia –decía el articulista– no se contenta «con exigir a sus feligreses que actúen conforme a sus creencias, sino que quiere imponerlas al conjunto de la sociedad, y utiliza su estructura y su poder temporal para actuar políticamente e influir en el curso de los acontecimientos políticos». Por todo ello, el artículo comparte la opinión de quienes ven en todo eso un naufragio político, por la «irrupción de la Iglesia católica en la acción política directa, ahora sin la mediación de la democracia cristiana». Llegando a la conclusión de que «todo esto afecta a las mismas raíces de la República laica». 

He creído útil incorporar a este trabajo las líneas que preceden, relativas al hecho de la actuación de la Iglesia italiana y, en su medida, también del mismo Papa, así como también las afirmaciones y planteamientos de carácter doctrinal hechos por el comentarista citado. Pueden ayudar a situarse ante muchas de las cuestiones que más adelante habremos de plantear en ámbitos más cercanos a nuestra realidad política. Las valoraciones hechas y los juicios emitidos suscitan preguntas que se suceden en cascada, no solo en relación con la actuación de la Iglesia, sino también respecto a la concepción misma de lo que se considera, como presupuesto ideológico previo, lo que ha de ser un Estado laical y cuál ha de ser el lugar y la función que en él debe tener el hecho religioso y, en particular, la Iglesia católica.

5. ¿Y en España?

Basta acercarse a la prensa de estos últimos años para constatar que las relaciones entre la Iglesia y el Estado, en cuanto expresión concreta de planteamientos más amplios sobre el modo de entender las relaciones entre la religión y la política, están lejos de ser pacíficas. Independientemente de la mayor o menor buena voluntad que pueda suponerse en los principales protagonistas de tales relaciones.

En la tradicional ofrenda del apóstol Santiago, el 25 de julio del año 2004, el arzobispo de Santiago de Compostela clamaba ya contra la prevista legalización por el Estado del matrimonio entre homosexuales. El ministro de Justicia replicaba inmediatamente reclamando a las autoridades eclesiásticas que no interfirieran en ámbitos civiles que «no les corresponden» y respetaran las decisiones del poder político. 

En octubre del mismo año, aunque algunos obispos negaban haber convocado una protesta contra el Gobierno, ante la decisión de este de modificar el estatuto de la asignatura de Religión y moral católica en los centros públicos de enseñanza, afirmaban, sin embargo, apoyar a los católicos españoles, en el ejercicio de sus derechos legítimos como ciudadanos, «a expresarse en el modo legítimo que crean oportuno». 

Dos meses más tarde, el PSOE cree necesario pedir a la Iglesia que no «injurie» ni «calumnie» al Ejecutivo, en respuesta a unas palabras del Secretario general de la CEE, en las que afirmaba que el Gobierno no debe «provocar» a la Iglesia. La dirección socialista respondería diciendo que es la Iglesia «la que hace campaña contra el Gobierno». Y, con ocasión de las palabras pronunciadas por el papa Juan Pablo II a un grupo de obispos españoles en la visita ad limina realizada en el mes de enero, el Gobierno replicaba al Papa que no les corresponde a ellos, a los gobernantes, convertirse en «guardianes de la fe», rebatiendo la acusación de «laicismo» que se hacía a la política del Gobierno. Sin que deje de ser significativo que fuera precisamente el jefe del partido de la oposición quien denunciara la «cruzada contra los católicos» que estaría llevando a cabo el Ejecutivo. Alguna prensa hablaba incluso de que un ministro del Gobierno «polemizara» con el pontífice en materia de moral sexual, afirmando que la fe pertenece a la esfera privada y «no puede estatalizarse». «El Gobierno convoca al nuncio para expresar su malestar por las críticas del Papa a su política», era el titular de otro rotativo. 

En este clima de acusaciones mutuas, una institución del Estado el llamado «Consejo Escolar del Estado», máximo organismo de carácter consultivo de la enseñanza no universitaria en España, acordó pedir al Gobierno que derogara los Acuerdos entre España y la Santa Sede, de 1979, especialmente en lo relativo a materias de enseñanza, por considerarlos inconstitucionales. Fue necesario el recurso al voto de calidad de la presidente del Consejo para dirimir el empate de la votación. Una propuesta que fue también rechazada inmediatamente por el Gobierno. 

Pero, sin ignorar las reacciones por parte del Gobierno ante la negativa de la Conferencia Episcopal Española de adherirse al llamado Pacto Antiterrorista (junio de 2000), y ante la Carta pastoral de los obispos del País Vasco mostrando su disconformidad con la Ley de partidos políticos (29 de mayo de 2002), quizá la tensión más grave se suscitó con ocasión de la aprobación prevista del Código Civil español en materia matrimonial, que habría de legitimar el matrimonio de parejas homosexuales, incluido su derecho a la adopción. Este proyecto de modificación de la ley sobre el matrimonio encontró siempre la firme oposición por parte de la Iglesia. Un rechazo que se manifestó de manera significativa en las palabras que el cardenal Martínez Somalo pronunció en la cena oficial presidida por los reyes y ofrecida por el Gobierno en la embajada de Roma ante el Vaticano con ocasión de la elección del nuevo papa Benedicto XVI. 

La legalización del matrimonio homosexual, que la Iglesia considera como una agresión muy grave contra la institución tradicional del matrimonio, habida cuenta de la gravedad de sus repercusiones en el ámbito familiar y también social, fue lo que provocó un enfrentamiento más fuerte por parte de la jerarquía de la Iglesia frente al Estado. Cientos de miles de ciudadanos de todo el Estado participaron el 18 de junio de 2005 en la manifestación convocada por el Foro Español de la Familia, bajo el lema «La familia sí importa», en contra de la legalización del matrimonio homosexual y a favor de la unidad de la familia. Esta manifestación fue apoyada por los obispos, y en ella participaron veinte, entre ellos el cardenal arzobispo de Madrid, anterior presidente de la CEE, y el vicepresidente actual de la misma, el arzobispo de Toledo. El Comité Ejecutivo de la CEE decía de la ley que sería «radicalmente injusta y perjudicial para el bien común», apoyándose en razones «de orden antropológico, social y jurídico», llamando incluso a la objeción de conciencia, tanto frente a la aprobación de la ley como a su aplicación en los casos concretos. En el discurso antes citado, el papa Juan Pablo II decía a los obispos españoles, con ocasión de la visita ad limina del 24 de enero de 2005: «Los fieles católicos… están llamados a ser testigos valientes de su fe en los diferentes ámbitos de la vida pública». 

El Gobierno de la nación, por boca de su vicepresidenta primera, acusó a los manifestantes de pretender negar a las parejas gay el derecho a contraer matrimonio, alegando que, en una democracia, «no debe haber ciudadanos de segunda» y que «mantener discriminaciones odiosas nos empobrece y nos limita colectivamente». Y añadía: «Todos, con independencia de su opción sexual, tienen derecho a participar de una institución civil del Estado». 

A nadie puede extrañar que, en este contexto conflictivo de relaciones entre la Iglesia y el Estado en España, haya de jugar un papel fundamental el recurso a la condición de no confesional o laical propia del Estado configurado por la Constitución española del año 1978. Denominación que no puede considerarse inadecuada al texto constitucional, ya que en él no se hace alusión alguna a ningún fundamento que lo legitime y justifique distinto de la misma soberanía nacional, que reside en el pueblo español, «del que emanan los poderes del Estado» (art. 1.2). Y, naturalmente, decir de un Estado que es laical ha de implicar también la consecuencia necesaria de atribuir al mismo el carácter de la laicidad, ya que gramaticalmente la palabra «laical» no puede ser otra cosa que la concreta atribución al Estado de la afirmada característica genérica de la laicidad. Un Estado se definirá como laical en virtud de su propia laicidad. 

Sin embargo, la laicidad, aparte de la exclusión formal de la afirmación de una dependencia religiosa en el origen y en el ejercicio de los poderes políticos respecto a Dios y a una inspiración religiosa de las ideas y los comportamientos políticos, no formula cuál haya de ser su contenido positivo, de carácter político, más allá de su mera negatividad. Lo que no significa que ese concepto no haya tenido importancia, precisamente por su negatividad, a lo largo de la historia de las relaciones político-sociales que se han dado entre la religión y la política, y en concreto entre la Iglesia y el Estado en España. Por el contrario, precisamente por el vacío objetivo de su contenido, esas y otras palabras próximas a ella han servido de cauce útil para la afirmación y la transmisión de contenidos distintos y contradictorios, puestos al servicio de diferentes intereses políticos encontrados y de manipulaciones conceptuales adecuadas a esos intereses. 

Suerte parecida han corrido expresiones derivadas y próximas a las de laico y laicidad, tales como laical, laicismo, laicista, y las contrapuestas a ellas, como clericalismo, confesionalismo, sacralización, que apuntan a posicionamientos ideológicos enfrentados a los anteriores. Desde estas posiciones ideológicamente enfrentadas, la supuesta negatividad conceptual de la laicidad puede ser portadora de contenidos objetivos o modos de actuar considerados «ideales», de carácter laicista, contrapuestos a los confesionales. Lo que no puede menos de arrastrar consigo gérmenes de conflictos más o menos profundos y duraderos, en razón de la radicalidad y la firmeza de la fe puesta en los planteamientos y en las «creencias» religiosas o cívicas que los sostengan. 

De ahí la necesidad de realizar una cierta «catarsis» de racionalidad política, por encima de los inmediatos intereses político-sociales y de los presupuestos ideológicos que los sostienen, con el fin de lograr un clima de convivencia social en el que sea posible llenar el vacío «humanista» o, si se quiere, simplemente humano, de la negatividad propia de la «laicidad». Esta podría así ponerse al servicio de los valores que el llamado Estado social y democrático de derecho, también el español, proclama como referencias superiores del ordenamiento jurídico. Valores que han de sostener y promover los derechos fundamentales de la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. Unos derechos que, por otra parte, también la misma Iglesia ha de reconocer a partir de su concepción personalista de la convivencia político-social, a tenor de la formulación de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, proclamada por las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948, a la que Juan Pablo II calificó como «una piedra miliar en el camino del progreso moral de la humanidad» en su discurso a la Asamblea General de las Naciones Unidas el 2 de octubre de 1979 9.
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